SENTENCIA DE TUTELA 2ª INSTANCIA N°049
RADICACIÓN: 660013109002201900026-01
ACCIONANTE: OCTAVIO DE JESÚS MARÍN B.
 CONFIRMA SENTENCIA

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA DECISIÓN JUDICIAL / EXIGE MAYOR CARGA ARGUMENTATIVA DEL ACCIONANTE / REQUISITOS GENERALES Y ESPECÍFICOS DE PROCEDENCIA / PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD.
Cuando se dirige la tutela contra providencias judiciales, se convierte en un mecanismo de protección excepcionalísimo y por ello su prosperidad va ligada al acatamiento de unos requisitos de procedibilidad que la jurisdicción constitucional  ha acogido en fallos C-560 de 2005 y T-332 de 2006, entre otros.

De conformidad con la doctrina constitucional, los requisitos generales de procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, ameritan que la cuestión que se discuta: (i) sea de evidente relevancia constitucional; (ii) se haya hecho uso de todos los mecanismos de defensa judicial -ordinarios y extraordinarios- a disposición del afectado, salvo que se trate de evitar un perjuicio iusfundamental irremediable; (iii) se cumpla el requisito de la inmediatez. (…)
De otra parte, los requisitos de carácter específico han sido reiterados en pacífica jurisprudencia a partir de la sentencia C-560 de 2005…
Así mismo la Corte Suprema de Justicia , ante la interposición de acciones de constitucionales contra providencias judiciales, ha expresado que si bien la tutela procede contra dichas providencias, en aplicación de los anteriores criterios de procedibilidad, quien la ejercite tiene una mayor exigencia argumentativa, puesto que no puede quedarse simplemente en el planteamiento de censuras y omitir su demostración, sino que por el contrario debe probar de forma irrefutable que se incurrió en un error garrafal por el funcionario y por ello la providencia que está amparada por la presunción de acierto y legalidad no es ajustada a derecho, de manera que se haga necesaria la intervención del juez de tutela en el conocimiento de un asunto que por su naturaleza recae en el juez ordinario. (…)

Se observa entonces que la jurisprudencia constitucional es contundente al señalar que el carácter subsidiario y residual de la acción constitucional significa que solo es procedente de manera supletoria, esto es, cuando no existan otros mecanismos de defensa a los que se pueda acudir, o que pese a ello, se promueva para precaver la ocurrencia de un perjuicio irremediable, como así lo refiere el canon 86 C.N. Precisamente, amén de la subsidiariedad que rige este trámite, ello conlleva que deben agotarse todos los medios ordinarios con los que se cuenten para procurar la protección de los derecho quebrantados.
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                                                RAMA JUDICIAL 

TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, veintiuno (21) de mayo de dos mil diecinueve (2019)
Acta de Aprobación N° 475
Hora: 7:30 a.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por el señor OCTAVIO DE JESÚS MARÍN BOTERO, contra el fallo de tutela proferido por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira (Rda.), a consecuencia de la acción de tutela promovida en contra de la Fiscalía Segunda Local de Pereira.
2.- DEMANDA 

Del confuso escrito de tutela que presenta el señor MARÍN BOTERO se extrae lo siguiente: (i) en junio 29 de 2017 se realizó audiencia virtual en el  Centro Penitenciario “El Pesebre” de Puerto Triunfo (Ant.), la cual no quedó grabada, por lo cual existió vulneración al principio de oralidad; (ii) desde septiembre 25 de 2015 ha pedido los comprobantes de las llamadas amenazantes que supuestamente le hizo a MÓNICA CARDONA ARROYAVE para que quitara la demandada; (iii) dicha persona en comunicación con el técnico investigador del CTI indicó que se encontraba fuera del país y que no se retractará de dichas afirmaciones, al ser verdad y que se siente revictimizada; (iv) dice la fiscal que la señora MÓNICA no tuvo motivo para mentir con respecto a las amenazas y que no cuenta con elementos para caracterizar el hecho como delito y que está facultada para el archivo de la actuación, como así obró conforme al artículo 79 C.P.P., al no poder identificar al sujeto activo de la acción; (v)  por oficio de febrero 04 de 2019 la fiscal le informa por oficio que la señora MÓNICA había atestiguado en juicio contra él y manifestó que había sido amenazada para que retirara la denuncia, lo cual valoró el Juez del Circuito, y a ello le dieron credibilidad y por ende la fiscal no puede pronunciarse frente a lo que ya fue valorado y fallado; (vi) hace alusión a oficio que le remitiera el Juzgado  Cuarto Penal del Circuito, donde le responde derecho de petición CTI, donde indica que lo único que refirió la señora MÓNICA CARDONA fue a unas amenazas o que tuvo insinuación que debía retirar la denuncia, pero que la sentencia se dictó conforme el análisis de las pruebas allegadas por la fiscalía y defensa, y (vii) refiere a oficio del establecimiento carcelario de Puerto Triunfo donde indica que las grabaciones y el estado de las mismas son de propiedad del centro de servicios, al no ser los competentes para la grabación de diligencias judiciales.

Con fundamento en lo anterior solicita conocer qué pruebas se practicaron, por medio de las cuales se estableció, como lo dijo MÓNICA ARROYAVE y su hijo, que fue él quien los llamó amenazándolos; igualmente se ordene a la Fiscalía Segunda Local que efectúe de nuevo la audiencia, donde esté presente la mencionada ciudadana y allí se presenten los audios de las llamadas donde los amenazo y se realice cotejo de voz.

Agrega que con antelación presentó acción de tutela, sin habérsele informado sobre su admisión.

 3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- El juzgado admitió la acción constitucional y ordenó correr traslado a la Fiscalía 2ª Local de Pereira, cuya titular estimó que lo pretendido por el actor es improcedente, por cuanto la audiencia a que hace alusión el mismo nunca tuvo ocurrencia, ni cuenta con los supuestos audios de las llamadas que presuntamente le realizó para efectuar cotejo de voz; señala que por esos hechos el señor OCTAVIO MARÍN ha instaurado varias acciones de tutela que han sido declaradas improcedentes.

3.2.- Mediante sentencia de marzo 21 de 2019,  la funcionaria de primer nivel declaró improcedente la acción de tutela presentada, al descartar la existencia de temeridad, por otra acción de tutela anterior que correspondió al Juzgado Primero Penal del Circuito, al considerar que la audiencia qe pude se lleva a cabo nuevamente, nunca fue realizada, ni mucho menos es factible ordenar la práctica de diligencias en una investigación que se halla archivada; no obstante se le informa  que tiene la posibilidad de solicitar que se reanude la investigación siempre y cuando surgieren nuevos eleme4ntos de prueba y no se hubiere extinguido la acción penal, por lo cual cuenta con  otro mecanismo de defensa para debatir su pedimento.

4.- IMPUGNACIÓN

Inconforme con el fallo, el señor MARÍN BOTERO impugnó lo decidido  con fundamento en lo siguiente: (i) se indague en el centro de reclusión de Puerto Triunfo, que allí tuvieron conocimiento que para junio 29 de 2017 que lo subieron después del medio día, lo que puede corroborar la guardia o pabelloneros, o en la minuta del portal que la audiencia sí se realizó pero se faltó en la oralidad del procedimiento al no quedar registros de ello, de lo cual se percató por información que le entregó la misma fiscal; (ii) la señora testificó directamente contra él ante la Sala Penal y dijo que no se retractará, porque fue cierto; (iii) la querellada no asistió a las audiencias de septiembre 25 de 2015 ni a la virtual celebrada, donde estuvo el apoderado de la víctima y del Ministerio Público; (iv) no es cierto que no fue posible ubicar a la señora MÓNICA, porque son sabedores dónde reside porque es persona protegida; (v) se pregunta por qué la fiscal  archiva el proceso, cuando era sabedora que desde  el comienzo no pudo ni ha podido obtener los audios, y haciendo caso omiso no le imputó cargos a MÓNICA CARDONA y procedió a archivar el asunto; (v) existan o no las referidas grabaciones, ya está dicho por la señora MÓNICA, y la misma Fiscal le informó que el juez de conocimiento les dio credibilidad, y ello fue porque conoció los audios, preguntándose entonces, porqué no los dieron a conocer en ninguna de las audiencias que adelantó el fiscal 37 CAIVAS?; (vi) ha existido una falsa denuncia en su contra sin que él haya tomado parte en lo dicho por la señora MÓNICA, y (vii) se pregunta, por qué la fiscal desconoce el artículo 66, y si la reanudación no es competencia del señor juez, por qué no lo ha hecho?, o ya lo hizo el competente?.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra la sentencia proferida por Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira (Rda.), de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91, 1º del Decreto 1382/00, 2.2.3.1.2.1. del Decreto 1069/15 y 1° del Decreto 1983/17.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto contenido en la sentencia impugnada, en cuanto declaró improcedente el amparo reclamado por la señor OCTAVIO DE JESÚS MARÍN BOTERO. De conformidad con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, modificándola o revocándola como se entiende de lo plasmado por el impugnante.

5.2.- Solución a la controversia
Debe empezar por señalar la Sala que si bien en principio el juzgado de primer nivel había declarado como extemporánea la impugnación presentada en este asunto por parte del señor OCTAVIO DE JESÚS MARÍN BOTERO, -auto de abril 05 de 2019- tal determinación  fue objeto de solicitud de amparo por parte del antes mencionado, lo que dio lugar a que la Sala Penal del H. Tribunal Superior de Ibagué (Tol.) mediante sentencia de  abril 30 de 2019 protegiera el derecho fundamental al debido proceso que le asistía y en consecuencia le ordenó al Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira que le diera trámite al recurso impetrado, mismo que será objeto de estudio en esta oportunidad, con las copias de la actuación que arrimó el mencionado despacho, toda vez que el expediente original fue remitido en su oportunidad a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión, sin haber sido devuelto.

La tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

De la confusa información que aporta el señor OCTAVIO MARÍN en el escrito de tutela, considera la Sala que las pretensiones del mismo están básicamente dirigidas a: (i) que la Fiscalía Segunda Local de Pereira, rehaga una audiencia virtual que se celebró en junio 29 de 2017; (ii) que se presenten los registros de las presuntas llamadas amenazantes que al parecer le hizo a la señora MÓNICA CARDONA ARROYAVE y a su hijo, y (iii) se muestra inconforme por la decisión de la referida fiscal de haber ordenado el archivo de esa actuación.

Lo primero que debe señalar la Sala, es que si bien, en la tutela el señor OCTAVIO MARÍN hace alusión a la determinación que en segundo grado adoptó esta Corporación en febrero 05 de 2018, por medio de la cual se resolvió la apelación proferida por la defensa contra la sentencia de condena emitida en su contra por el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Pereira, ello no releva al Tribunal para conocer del presente asunto, en tanto acá lo que se cuestionan son los trámites que se adelantaron ante la Fiscalía Segunda Local de Pereira, ante la cual se surtió investigación contra MÓNICA CARDONA ARROYAVE por la conducta de calumnia,  y falso testimonio, con ocasión de la denuncia presentada en el año 2015 por el acá accionante.
Con antelación a proceder al estudio de la actuación, y como quiera que de lo discurrido por el actor, se evidencia que el mismo muestra su inconformidad con las decisiones adoptadas por autoridades judiciales, es indispensable estudiar de manera inicial lo relacionado con su viabilidad para establecer si hay o no lugar a realizar un análisis de fondo al caso concreto
.

Cuando se dirige la tutela contra providencias judiciales, se convierte en un mecanismo de protección excepcionalísimo y por ello su prosperidad va ligada al acatamiento de unos requisitos de procedibilidad que la jurisdicción constitucional  ha acogido en fallos C-560 de 2005 y T-332 de 2006, entre otros.

De conformidad con la doctrina constitucional, los requisitos generales de procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, ameritan que la cuestión que se discuta: (i) sea de evidente relevancia constitucional; (ii) se haya hecho uso de todos los mecanismos de defensa judicial -ordinarios y extraordinarios- a disposición del afectado, salvo que se trate de evitar un perjuicio iusfundamental irremediable; (iii) se cumpla el requisito de la inmediatez. Así, la tutela debe haber sido interpuesta en un término razonable y proporcionado desde el momento de ocurrencia de la vulneración del derecho fundamental; (iv) cuando se trate de una irregularidad procesal, que ésta tenga un efecto decisivo en el fallo objeto de controversia y afecte los derechos fundamentales de la parte actora, y (v) que no se trate de sentencias de tutela.

De otra parte, los requisitos de carácter específico han sido reiterados en pacífica jurisprudencia a partir de la sentencia C-560 de 2005, y pueden sintetizarse así: a) defecto orgánico, que se presenta cuando el funcionario judicial que profirió la providencia impugnada, carece, absolutamente, de competencia para ello; b) defecto procedimental absoluto, que se origina cuando el juez actuó completamente al margen del procedimiento establecido; c) defecto fáctico, que surge cuando el juez carece del apoyo probatorio que permita la aplicación del supuesto legal en el que se sustenta la decisión; d) defecto material o sustantivo, como son los casos en que se decide con base en normas inexistentes o inconstitucionales o que presentan una evidente y grosera contradicción entre los fundamentos y la providencia; f) error inducido, que se origina cuando el juez o tribunal fue víctima de un engaño por parte de terceros y ese engaño lo condujo a la toma de un proveído que afecta derechos fundamentales; g) decisión sin motivación, que implica el incumplimiento de los servidores judiciales de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos de sus providencias en el entendido que precisamente en esa motivación reposa la legitimidad de su órbita funcional; h) desconocimiento del precedente, hipótesis que se presenta, por ejemplo, cuando la Corte Constitucional establece el alcance de un derecho fundamental y el juez ordinario aplica una ley limitando sustancialmente dicho alcance. En estos casos la tutela procede como mecanismo para garantizar la eficacia jurídica del contenido constitucionalmente vinculante del derecho fundamental vulnerado, y i) violación directa de la Constitución.
Así mismo la Corte Suprema de Justicia
, ante la interposición de acciones de constitucionales contra providencias judiciales, ha expresado que si bien la tutela procede contra dichas providencias, en aplicación de los anteriores criterios de procedibilidad, quien la ejercite tiene una mayor exigencia argumentativa, puesto que no puede quedarse simplemente en el planteamiento de censuras y omitir su demostración, sino que por el contrario debe probar de forma irrefutable que se incurrió en un error garrafal por el funcionario y por ello la providencia que está amparada por la presunción de acierto y legalidad no es ajustada a derecho, de manera que se haga necesaria la intervención del juez de tutela en el conocimiento de un asunto que por su naturaleza recae en el juez ordinario.

Además, la jurisprudencia constitucional, en punto de la interposición de tutelas contra decisiones judiciales ha sido enfática en señalar su carácter excepcional y restrictivo, ello en razón de:

“[…] de la necesidad de respetar el principio de cosa juzgada y de preservar la seguridad jurídica, la autonomía e independencia de la actividad jurisdiccional del Estado, así como el sometimiento general de los conflictos a las competencias ordinarias de cada juez.
3.3. En ese sentido, dada la naturaleza supletiva de la acción de tutela, la misma no puede ser utilizada como un medio judicial alternativo, adicional o complementario de los establecidos en el ordenamiento jurídico para la defensa de los derechos de manera preferente, como quiera que, a través de su ejercicio, no se busca reemplazar los procedimientos ordinarios o especiales y, menos aún, pretermitir los mecanismos que dentro de estos se han establecido para controvertir las decisiones que se adopten
. 

3.4. Siguiendo esta línea interpretativa, el carácter excepcional y restrictivo al que se ha hecho expresa referencia, conduce necesariamente a afirmar que solo procederá la acción de tutela contra providencias judiciales, “en aquellos eventos en que se establezca una actuación del juzgador, manifiestamente contraria al orden jurídico y violatoria de derechos fundamentales, en especial, de los derechos al debido proceso y de acceso a la administración de justicia. En estos casos, el control en sede de amparo constitucional se justifica, toda vez que los pronunciamientos judiciales que no se ajustan a las reglas preestablecidas, y que afectan de forma indebida los derechos fundamentales, constituyen, en realidad, una desfiguración de la actividad judicial, que termina por deslegitimar la autoridad confiada al juez para administrar justicia, y que debe ser declarada constitucionalmente para dar primacía al derecho sustancial y salvaguardar los derechos fundamentales de los administrados”
.” 

Se observa entonces que la jurisprudencia constitucional es contundente al señalar que el carácter subsidiario y residual de la acción constitucional significa que solo es procedente de manera supletoria, esto es, cuando no existan otros mecanismos de defensa a los que se pueda acudir, o que pese a ello, se promueva para precaver la ocurrencia de un perjuicio irremediable, como así lo refiere el canon 86 C.N. Precisamente, amén de la subsidiariedad que rige este trámite, ello conlleva que deben agotarse todos los medios ordinarios con los que se cuenten para procurar la protección de los derecho quebrantados.

Tal situación comporta una carga legítima al actor de desplegar todos los mecanismos de impugnación que el sistema jurídico ha dispuesto para la defensa de sus derechos. En tal sentido, la acción de tutela no es un instrumento procesal alternativo, pues se correría el riesgo de vaciar de contenido las competencias de las distintas autoridades judiciales e implicaría un desborde institucional en el cumplimiento de las funciones de la jurisdicción constitucional, como así se indicó en la Sentencia T-649 de 2016, donde igualmente se dijo:

“Esta posición fue recientemente reiterada en la sentencia SU-298 de 2015
, en la que este Tribunal afirmó que la naturaleza subsidiaria de la solicitud de amparo contra providencias judiciales exige la utilización de los recursos ordinarios y extraordinarios que el sistema judicial ofrece para tramitar la reclamación que se alega en sede de amparo. De esta manera, se evita que la acción de tutela vacíe las competencias de otras jurisdicciones. Sin embargo, se advirtió que ante la existencia de un perjuicio irremediable para el actor, el análisis del mencionado presupuesto puede flexibilizarse de acuerdo con el artículo 86 Superior. 

En ese orden de ideas, la acción de tutela ejercida contra providencias judiciales no puede tenerse como un mecanismo alternativo, adicional o complementario al proceso que adelanta el funcionario judicial correspondiente, lo que significa que el juez de amparo no puede reemplazar en sus competencias y procedimientos a los operadores jurídicos ordinarios o especiales que conocen de los asuntos que las partes les someten a su consideración
. No obstante lo anterior, aunque no se hayan agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios, la acción de tutela procederá siempre y cuando se acredite la existencia de un perjuicio irremediable o los recursos o medios a su alcance no resulten idóneos para proteger los derechos fundamentales afectados”. 
Al confrontar esos presupuestos de procedibilidad genérica y específica con lo expuesto en el presente evento, se advierte que el actor no cumplió con la carga argumentativa y probatoria que le correspondía al pretender –como así lo entiende la Sala- que se deje sin efecto la orden de archivo proferida por la Fiscalía Segunda Local, la cual las cual se encuentra amparada en la doble presunción de acierto y legalidad, para que se rehaga el trámite y se practique una diligencia, que en su sentir, no quedó debidamente grabada, ni mucho menos acreditó la existencia de un perjuicio irremediable en su desfavor.

Como se aprecia, el actor exige que se realice nuevamente una audiencia que en su sentir se hizo de manera virtual en  junio 29 de 2017, cuando al parecer se hallaba privado de su libertad en el Centro Penitenciario “El Pesebre” de Puerto Triunfo (Ant.), pero de conformidad con la información que entregó la Fiscal Segunda Local de Pereira, tal diligencia no se llevó a cabo, ni mucho menos encontró constancia alguna por parte del Juzgado de primer nivel al revisar la actuación. Mal podría entonces el juez constitucional emitir una orden que de manera alguna pudiera satisfacer lo pedido por el accionante, al ser evidente que ningún elemento de prueba permite inferir que esa audiencia en realidad tuvo ocurrencia. 
Mucho menos podría atenderse el requerimiento relativo a que le sean presentadas las presuntas llamadas amenazantes, para que con estas se proceda a realizar cotejo de voz, por cuanto tales documentos tampoco existen, como le fue informado por la Fiscalía, y de lo cual ya tiene conocimiento el accionante, como se entiende de lo plasmado en su impugnación.
Así mismo, otro aspecto de importancia, amén de la discrepancia que muestra al respecto, y que incluso ya fue objeto de reclamo en anterior acción constitucional que conoció esta Sala en segundo grado
, es el relativo al archivo de la denuncia que interpuso contra MÓNICA CARDONA ARROYAVE por parte de la Fiscalía Segunda Local de Pereira, y frente a lo cual allí se señaló:
“ […[ no puede dejar de lado la Sala que si bien el señor OCTAVIO MARÍN mostró igualmente su discrepancia por la decisión adoptada por la Fiscalía 2° Local de Pereira al ordenar el archivo de la actuación seguida contra MARÍA MÓNICA CARDONA ARROYAVE, debe indicársele que no es la tutela la vía adecuada para lograr que la Fiscalía disponga el desarchivo de la misma, pues ello iría en contravía del principio de subsidiariedad que rige este trámite constitucional al existir un mecanismo ordinario que contempla el ordenamiento legal, como es el de solicitar a la referida Fiscalía que proceda de tal manera, o en su defecto acudir ante el juez con función de control de garantías para que obre en tal sentido. Lo dicho, de conformidad con lo señalado por la Corte Constitucional en la sentencia C-1154 de 2011, al condicionar la interpretación del artículo 79 C.P.P., en el sentido que tanto los denunciantes y víctimas como el Ministerio Público pueden promover el desarchivo de la investigación penal.

En el presente asunto no obra constancia alguna que el señor OCTAVIO DE JESÚS MARÍN haya procedido de tal manera, ya fuera por intermedio de apoderado de confianza o asignado por la Defensoría Pública, y por ende no puede el juez constitucional invadir la órbita de competencia que le asiste a la Fiscalía 2ª Local o al juez con función de control de garantías, quienes son los encargados de determinar si es procedente atender su reclamación”.

Debe la Sala a la hora de ahora, remitirse a lo dicho en esa oportunidad, lo cual no había sido objeto de conocimiento por parte del actor con antelación a la interposición de esta acción, aunque ello fue precisamente uno de los obligados temas que abordó la a quo para declarar la improcedencia de este trámite, al ser evidente que el ordenamiento jurídico ha puesto a disposición de quienes se sientan afectados con decisiones de archivo, como al parecer lo está el señor OCTAVIO MARÍN BOTERO, para que acuda al procedimiento que para tal efecto está dispuesto, y al que pareciera no ha acudido al considerar de manera errónea, como se entiende de la parte final de su impugnación, que es la Fiscalía la que debe concurrir ante el juez para que disponga lo pertinente, cuando ello lo debe hacer la parte interesada quien deberá aportar los nuevos elementos probatorios que permitan desvirtuar la postura del ente acusador.

Y para ello, bien puede el señor MARÍN BOTERO, a raíz de su condición de persona privada de la libertad, solicitar a la Defensoría del Pueblo que los asiste ante el establecimiento penitenciario y carcelario donde se encuentra, que le brinde el asesoramiento respectivo, para que sea un profesional del derecho quien en su nombre, estudie la viabilidad o no de solicitar a la judicatura la reanudación del trámite investigativo.

Finalmente y en punto de lo esgrimido por el actor en su impugnación, en lo relativo a las pruebas que al parecer se tuvieron en cuenta o no en el proceso que se adelantó en su contra, y que fueron objeto de valoración por esta Corporación al momento de dictar el fallo de condena en segundo grado, no se hará pronunciamiento alguno, y para ello nos remitimos a lo dicho en esa oportunidad, de la cual está plenamente enterado el accionante. No obstante y para darle claridad, se le informa que la declaración que rindió la señora MÓNICA ARROYAVE, lo fue en la audiencia de juicio oral que se tramitó ante el juzgado de primer nivel, mas no ante este Tribunal.

Como quiera que para la Sala la determinación adoptada por la funcionaria de primer nivel se halla ajustada a derecho, se procederá a su confirmación.
6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia de tutela proferida por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira (Rda.) 

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE


         JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
MANUEL YARZAGARAY BANDERA
� Sobre el particular ver entre otras: Sentencias T-698 de 2004, T-315 de 2005, T-825 de 2007.


� CSJ STP, 22 sept. 2015, Rad. 81747


� Consultar, entre otras, las Sentencias T-500 de 1995 y T-285 de 2010.


� Sentencias T-271 de 2013 y T-047 de 2014.


� Sentencias T-582 de 2016.


� M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado.


� Sentencias SU-026 de 2012 M.P. Humberto Antonio Sierra Porto; SU-424 de 2012 Gabriel Eduardo Mendoza Martelo, reiteradas en sentencia T-103 de 2014 M.P. Jorge Iván Palacio Palacio. 


� T.S.P. STP, 25 abr. 2019, Rad. 660013109001201800101-01.
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